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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
[bookmark: _Hlk143780582]
SISTEMA DE COMPRAS PÚBLICAS – Principios orientadores
[…] el Sistema de Compra Pública se encuentra orientado por principios como la transparencia, economía, responsabilidad y selección objetiva, los cuales constituyen ejes rectores de la actividad contractual del Estado. En virtud de estos principios, las entidades estatales tienen el deber de estructurar procesos de selección con reglas claras, objetivas y previamente definidas, así como de aplicarlas de manera uniforme y razonable, garantizando la transparencia, la eficiencia del gasto público y la igualdad entre los participantes.
CONTRATO ESTATAL – Concepto
Con fundamento en el marco normativo que regula la contratación estatal en Colombia, resulta necesario precisar, en primer lugar, que los contratos celebrados por las entidades estatales se rigen principalmente por las disposiciones contenidas en la Ley 80 de 1993 —Estatuto General de Contratación de la Administración Pública—, así como por las normas civiles y comerciales aplicables en aquellos asuntos no regulados expresamente por dicho estatuto, de conformidad con lo dispuesto en su artículo 13. En consecuencia, el contrato estatal no constituye una categoría completamente autónoma frente al derecho privado, sino una modalidad de negocio jurídico sometida a reglas especiales de derecho público, sin perjuicio de la aplicación supletiva de las disposiciones civiles y comerciales.
En ese sentido, tanto el artículo 1495 del Código Civil como el artículo 864 del Código de Comercio coinciden en definir el contrato como un acuerdo de voluntades encaminado a crear, regular o extinguir relaciones jurídicas obligacionales. A su turno, el artículo 32 de la Ley 80 de 1993 dispone que son contratos estatales “todos los actos jurídicos generadores de obligaciones” que celebren las entidades estatales previstas en el artículo 2 ibidem, ya sea que se encuentren regulados por el derecho privado, por normas especiales o que deriven del ejercicio de la autonomía de la voluntad. Así, la naturaleza estatal del contrato no depende de su tipología o denominación, sino de la participación de una entidad estatal como parte de la relación jurídico-negocial.
PRINCIPIOS ORIENTADORES – Responsabilidad - Legalidad – Selección Objetiva
[…] el principio de responsabilidad previsto en el artículo 26 de la Ley 80 de 1993 impone a los servidores públicos el deber de dirigir la actividad contractual con sujeción a la Constitución, la ley y los fines de la contratación estatal, respondiendo por sus actuaciones y omisiones. En virtud de este principio, las entidades deben ejercer una adecuada planeación contractual, verificar la viabilidad jurídica, técnica y presupuestal de los procesos de contratación y adoptar las medidas necesarias para proteger los recursos públicos y asegurar el cumplimiento de los fines estatales.
Así mismo, el principio de legalidad exige que toda actuación administrativa y contractual se encuentre fundada en competencias expresamente atribuidas por el ordenamiento jurídico y se adelante conforme a las reglas previstas en la Constitución, la ley y los reglamentos aplicables. En materia contractual, ello implica que las entidades estatales únicamente pueden acudir a las modalidades de selección expresamente previstas en el ordenamiento jurídico y bajo las causales y condiciones definidas para cada una de ellas.
En relación con el principio de selección objetiva, actualmente desarrollado en el artículo 5 de la Ley 1150 de 2007, este exige que la escogencia del contratista recaiga sobre el ofrecimiento más favorable para la entidad y para los fines que esta persigue, sin consideración a factores subjetivos o arbitrarios. En consecuencia, los criterios habilitantes y los factores de evaluación deben encontrarse previamente definidos en el pliego de condiciones o documento equivalente, ser proporcionales al objeto contractual y aplicarse de manera uniforme a todos los oferentes.
PRINCIPIO DE EFICIENCIA ADMINISTRATIVA – concepto-
El principio de eficiencia en la contratación pública busca garantizar el uso óptimo de los recursos del Estado, asegurando que los bienes, servicios y obras sean adquiridos con la mejor relación costo-beneficio y en el menor tiempo posible. Este principio implica Optimización de Recursos agilidad en los procesos y cumplimiento de objetivos públicos contribuyendo el uso de formatos estandarizados a la eficiencia en la contratación pública.


Bogotá D.C., 30 de octubre de 2026
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Señor(a)
Ciudadano anónimo
Bogotá D.C.
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	Radicación:           
	Respuesta a consulta con radicado N.º 1_2026_09_25_012933.



En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido en el artículo 4 de la Resolución 1707 de 2018 expedida por esta Entidad, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente– responde a su solicitud radicada ante esta entidad el 25 de septiembre de 2026 en la cual manifiesta lo siguiente:
“¿Qué debe entenderse por gasto suntuario en contratación estatal?”
De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales.       
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con el problema jurídico de su consulta. 
 
I. Problemas planteados:
 
De acuerdo con el contenido de su solicitud, esta Agencia resolverá el siguiente problema jurídico: ¿Qué se entiende por gasto suntuario en la contratación estatal y cuáles son los criterios jurídicos para determinar su configuración, conforme a las normas de austeridad del gasto público y los pronunciamientos de Colombia Compra Eficiente?

II. Respuesta:

	           El Sistema de Compra Pública se encuentra orientado por los principios de transparencia, economía, responsabilidad y selección objetiva, los cuales constituyen ejes rectores de la actividad contractual del Estado. En virtud de estos principios, las entidades estatales deben estructurar sus procesos de contratación con reglas claras, objetivas y previamente definidas, y aplicarlas de manera uniforme y razonable, garantizando la igualdad entre los participantes y la adecuada utilización de los recursos públicos.
         En este contexto, el principio de eficiencia administrativa en la contratación pública busca promover el uso óptimo de los recursos del Estado, procurando que los bienes, obras y servicios se adquieran con una adecuada relación costo-beneficio, mediante procedimientos oportunos y orientados al cumplimiento de los fines estatales. Esto implica optimizar los recursos disponibles, agilizar los procedimientos contractuales y evitar erogaciones innecesarias. En este sentido, Colombia Compra Eficiente, en el Concepto C-301 del 26 de febrero 2025, ha abordado la eficiencia administrativa en relación con la estandarización de los procedimientos de contratación, destacando la contribución de los formatos estandarizados a la eficiencia del Sistema de Compra Pública.
        Ahora bien, en relación con el gasto suntuario, este puede entenderse como aquella erogación destinada a satisfacer necesidades superfluas, de lujo u ornamentación que no se encuentran debidamente justificadas en función de las competencias de la entidad, sus necesidades institucionales o los fines estatales. No obstante, el elevado costo de un bien o servicio, o el hecho de que posea características superiores, no determina por sí solo que constituya un gasto suntuario. Para establecerlo, es necesario examinar la finalidad de la contratación, la necesidad que se pretende satisfacer, las características del bien o servicio, su proporcionalidad y las restricciones normativas aplicables.
        Al respecto, el artículo 2.8.4.3.4 del Decreto 1068 de 2015 establece una prohibición específica de iniciar procedimientos de contratación o celebrar contratos cuyo objeto implique la realización de trabajos materiales sobre bienes inmuebles que comporten mejoras útiles o suntuarias, tales como el embellecimiento, la ornamentación o la instalación o adecuación de acabados estéticos. Esta disposición debe observarse en los supuestos comprendidos en ella, sin que la entidad pueda justificar su inobservancia invocando razones de conveniencia administrativa.
        En consecuencia, determinar si una adquisición constituye un gasto suntuario exige analizar las circunstancias particulares de la contratación, justificar su necesidad y proporcionalidad, establecer su relación con las funciones institucionales y verificar el cumplimiento de las prohibiciones específicas y de las medidas de austeridad del gasto público. Así, la eficiencia administrativa no consiste exclusivamente en adquirir bienes o servicios al menor precio, sino en procurar una utilización racional y adecuada de los recursos públicos para satisfacer las necesidades de la entidad y cumplir los fines estatales, sin desconocer las restricciones establecidas en el ordenamiento jurídico.
Finalmente, debe advertirse que el análisis para resolver problemas en torno a un proceso de contratación especifico debe ser realizado por quienes tengan interés en ello. De esta forma, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponderá a los interesados en adoptar la decisión y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.
En ese sentido, al tratarse de un análisis que debe realizarse en un procedimiento contractual específico, esta Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del Sistema de Compras y Contratación Pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente, validar sus actuaciones.

	


 
III. Razones de la respuesta:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones:

[bookmark: _Hlk35876968][bookmark: _Hlk98159514]De manera preliminar es pertinente indicar que los artículos 23 y siguientes de la Ley 80 de 1993 disponen que las actuaciones contractuales deben desarrollarse conforme a los principios de transparencia, economía y responsabilidad, a los cuales se suma el principio de selección objetiva previsto expresamente en el artículo 5 de la Ley 1150 de 2007. Así mismo, el artículo 209 de la Constitución Política establece que la función administrativa debe desarrollarse con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad.
Estos principios imponen a las entidades estatales el deber de estructurar procesos de selección con reglas claras, objetivas y previamente definidas, evitando decisiones arbitrarias o sustentadas en criterios subjetivos. Particularmente, el principio de selección objetiva exige que la escogencia del contratista recaiga sobre la oferta más favorable para la entidad y para los fines que esta persigue, con fundamento en criterios verificables previamente establecidos en el pliego de condiciones o documento equivalente.
De igual forma, el ordenamiento jurídico prevé distintas modalidades de selección de contratistas, entre las cuales se encuentran la licitación pública, la selección abreviada, el concurso de méritos, la mínima cuantía y la contratación directa, cada una con requisitos, procedimientos y reglas particulares definidos en la ley y en sus decretos reglamentarios. En consecuencia, aunque los requisitos esenciales del contrato estatal permanecen invariables, las cargas procedimentales, las etapas del proceso, los requisitos habilitantes, los criterios de evaluación y las actuaciones previas que deben adelantar las entidades estatales dependerán de la modalidad de selección aplicable en cada caso concreto.
En ese contexto, la correcta estructuración y desarrollo de los procesos de contratación por parte de las entidades no se agota en la verificación de los requisitos esenciales del contrato estatal, sino que exige la observancia integral de los principios que orientan la función administrativa y la actividad contractual del Estado.
En este contexto, el principio de eficiencia en la contratación pública busca garantizar el uso óptimo de los recursos del Estado, asegurando que los bienes, servicios y obras sean adquiridos con la mejor relación costo-beneficio y en el menor tiempo posible. Este principio implica Optimización de Recursos agilidad en los procesos y cumplimiento de objetivos públicos contribuyendo el uso de formatos estandarizados a la eficiencia en la contratación pública.

Frente a la eficiencia administrativa, encontramos que el marco constitucional de esta se encuentra consagrado en el artículo 209 de la constitución Política de Colombia, al respecto la Corte Constitucional, por medio de la sentencia C-816 de 2013, Magistrado Ponente Luis Ernesto Vargas Silva, manifestó[footnoteRef:1]: [1:  Corte Constitucional, sentencia C-816 de 2013, Magistrado Ponente Luis Ernesto Vargas Silva.] 


 “(…)en lo que atañe al principio de eficiencia la jurisprudencia de este Tribunal ha señalado que se trata de la máxima racionalidad de la relación costos-beneficios, de manera que la administración pública tiene el deber de maximizar el rendimiento o los resultados, con costos menores, por cuanto los recursos financieros de Hacienda, que tienden a limitados, deben ser bien planificados por el Estado para que tengan como fin satisfacer las necesidades prioritarias de la comunidad sin el despilfarro del gasto público. Lo anterior significa, que la eficiencia presupone que el Estado, por el interés general, está obligado a tener una planeación adecuada del gasto, y maximizar la relación costos – beneficios. (…)”

Ahora bien,  en atención al problema jurídico planteado el gasto suntuario, puede entenderse como aquella erogación destinada a satisfacer necesidades superfluas, de lujo u ornamentación que no se encuentran debidamente justificadas en función de las competencias de la entidad, sus necesidades institucionales o los fines estatales. No obstante, el elevado costo de un bien o servicio, o el hecho de que posea características superiores, no determina por sí solo que constituya un gasto suntuario. Para establecerlo, es necesario examinar la finalidad de la contratación, la necesidad que se pretende satisfacer, las características del bien o servicio, su proporcionalidad y las restricciones normativas aplicables.
        Al respecto, el artículo 2.8.4.3.4 del Decreto 1068 de 2015 establece una prohibición específica de iniciar procedimientos de contratación o celebrar contratos cuyo objeto implique la realización de trabajos materiales sobre bienes inmuebles que comporten mejoras útiles o suntuarias, tales como el embellecimiento, la ornamentación o la instalación o adecuación de acabados estéticos. Esta disposición debe observarse en los supuestos comprendidos en ella, sin que la entidad pueda justificar su inobservancia invocando razones de conveniencia administrativa.
        En consecuencia, determinar si una adquisición constituye un gasto suntuario exige analizar las circunstancias particulares de la contratación, justificar su necesidad y proporcionalidad, establecer su relación con las funciones institucionales y verificar el cumplimiento de las prohibiciones específicas y de las medidas de austeridad del gasto público. Así, la eficiencia administrativa no consiste exclusivamente en adquirir bienes o servicios al menor precio, sino en procurar una utilización racional y adecuada de los recursos públicos para satisfacer las necesidades de la entidad y cumplir los fines estatales, sin desconocer las restricciones establecidas en el ordenamiento jurídico.
Finalmente, debe advertirse que el análisis para resolver problemas en torno a un proceso de contratación especifico debe ser realizado por quienes tengan interés en ello. De esta forma, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponderá a los interesados en adoptar la decisión y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.
Al margen de la explicación precedente debe advertirse que el análisis requerido para resolver problemas específicos en torno a la gestión contractual de las entidades públicas debe ser realizado por quienes tengan interés en ello, de acuerdo con lo explicado la aclaración preliminar del presente oficio. De esta manera, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponde a los interesados adoptar la decisión correspondiente y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.
Dentro de este marco, la entidad contratante definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en el procedimiento contractual específico, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones. 
       
IV. Referencias normativas, jurisprudenciales y otras fuentes:
 
	· Constitución Política, artículo 209
· Ley 80 de 1993, artículos 23, 24, 25, 26, 32, 39, 41
· Ley 1150 de 2007, artículo 5, 23
· Decreto 1068 de 2015, artículo 2.8.4.3.4.


 
V. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

Esta Subdirección se ha pronunciado sobre los requisitos esenciales del contrato estatal en los conceptos C-058 de 2024, C-411 de 2025, C-536 de 2025, C-597 de 2025, C-1277 de 2025, C-1335 de octubre 2025 y C-565 del 21 de mayo de 2026, entre otros. Estos y otros conceptos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de relatoría de la Agencia, al cual se puede acceder a través del siguiente enlace: https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos. 

Estos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de relatoría de la Agencia, al cual puede accederse a través del siguiente enlace:https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos.  
  
Las garantías no son un requisito formal: son el instrumento con el que se protege el patrimonio público frente a los riesgos del contrato. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a consultar la nueva versión de la Guía para la Exigencia y Constitución de Garantías en los Procesos de Contratación, dirigida a las entidades sometidas al EGCAP y a las de regímenes exceptuados, así como a proveedores y órganos de control. Encontrarás orientaciones sobre las clases de garantías admisibles, la correspondencia entre riesgos asignados y amparos exigidos, su suficiencia y vigencia, y el procedimiento para hacerlas efectivas. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-de-garantias-en-procesos-de-contratacion
De otro lado, te contamos que el Decreto 287 del 19 de marzo de 2026 sustituyó los artículos 2.2.1.2.4.2.6., 2.2.1.2.4.2.7. y 2.2.1.2.4.2.8. del Decreto 1082 de 2015 y estructuró el Sistema Integral de Preferencias en favor de las personas con discapacidad, en cumplimiento del artículo 13 de la Ley Estatutaria 1618 de 2013. Para orientar su aplicación, esta Agencia expidió la Circular Externa 003 del 12 de mayo de 2026, en la que precisa quiénes son los beneficiarios, las cinco medidas que integran el sistema y su obligatoriedad según la modalidad de selección, y el régimen de transición aplicable a los procesos en curso. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-003-de-2026
Recuerda también que la información sobre sanciones e inhabilidades solo cumple su función preventiva si llega oportunamente a los registros públicos. Sobre este deber, esta Agencia expidió la Circular Externa 002 del 5 de mayo de 2026, dirigida a todas las entidades del Estado sin distinción de su régimen contractual, en la que reitera la obligatoriedad de reportar caducidades, multas, sanciones, declaratorias de incumplimiento e inhabilidades ante las Cámaras de Comercio, la Procuraduría General de la Nación y el SECOP, e indica los responsables, los portales dispuestos para el efecto y las consecuencias disciplinarias de omitir este deber. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-002-de-2026
Finalmente, si quieres seguir de cerca la actividad de la Agencia, la tercera edición de 2026 del Radar de la Compra Pública reúne, entre otros contenidos, la Circular Externa 003 de 2026, el Decreto 552 de 2026, un estudio sobre inteligencia artificial en la compra pública, los avances de la Relatoría, análisis jurisprudencial, conceptos jurídicos destacados y la oferta de la Escuela Virtual ANCP-CCE. Descárgalo aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/boletin/boletin-edicion-n-3-de-2026-radar-de-la-compra-publica
Lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 
 
Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce
 
Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones aquí utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015.
 
Atentamente, 
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	Daniel Eduardo Rojas Poveda
Contratista de la Subdirección de Gestión Contractual

	Revisó:
	Juan David Cárdenas Cabezas 
Contratista de la Subdirección de Gestión Contractual

	Aprobó:
	William Javier Murcia Acevedo
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